Radicación No: 66001-31-05-003-2015-00657-1
Gildardo Corredor Piza  vs Banco Popular S.A.

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala.
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Demandante:                     

Gildardo Corredor Piza.
Demandado:                     

Banco Popular S.A.
Juzgado de origen:         

Tercero Laboral del Circuito de Pereira
Magistrado Ponente:      

Francisco Javier Tamayo Tabares.
Tema a tratar:    
NIVELACIÓN SALARIAL: Como lo recuerda el órgano de cierre de la especialidad laboral, dos trabajos se consideran iguales cuando también lo son el cargo, la jornada y las condiciones de eficiencia de quienes los desempeñan, cuyo salario debe ser igual, como quiera que los dos primeros criterios son objetivos (puesto y jornada) y el último es subjetivo (eficiencia o competencia). Si uno de esos elementos es distinto, se justifica una diferencia retributiva entre los trabajadores, pues, en tal caso, sus trabajadores no se consideran iguales (sentencia de 26 de noviembre de 2014, SL. 16217-14, radicación 45830).
AUDIENCIA PÚBLICA:

En Pereira, hoy (18) de mayo de dos mil diecisiete (2017), siendo las nueve y cuarenta y cinco  minutos de la mañana (9:45 a.m.), los magistradas y el magistrado ponente de la Sala de Decisión No. 3 de la Sala Laboral del Tribunal de Pereira, declaran formalmente abierto el acto, para decidir los recursos de apelación interpuestos por ambas partes, contra la sentencia proferida el 3 de junio de 2016 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral promovido por Gildardo Corredor Piza, en contra del Banco Popular S.A.-.-.-.-.-.-. .-.-. -.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-.-
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

 INTRODUCCIÓN
Antes de que procedan los asistentes a descorrer el traslado en esta instancia (artículo 13 de la Ley 1149 de 2007), se anticipan los pormenores de la contienda así: Pretende el demandante en frente del Banco Popular S.A. que tras la declaración acerca de: (i) que se desempeñó como gerente del 21 de febrero de 2012 al 30 de marzo de 2013, (ii) la diferencia salarial entre lo devengado como jefe de división administrativa, y lo que como gerente debía percibir; solicita, (iii) primas de: servicios, extralegal anual y semestral, de vacaciones; retroactividad de cesantías, intereses a estas, (iv) indemnización moratoria, (v) aportes a la seguridad social, y costas. 
Las prealudidas suplicas descansan en los supuestos facticos alusivos a la condición de gerente encargado que tuvo en el lapso dicho, comprendido en otro, mayor, iniciado el 4 de julio de 1985 y concluido el 27 de julio de 2015, primero como mensajero y desde el 9 de octubre de 2000 como jefe de división administrativa; que al asumir el cargo de gerente encargado se le informó acerca de sus atribuciones, mientras la titular se desempeñaba en otro cargo similar en Dosquebradas; que al vencimiento del primer encargo, vinieron otros en forma consecutiva: 2 de abril y 1 de junio de 2012; que el 29 del citado mes, hizo entrega para disfrutar las vacaciones hasta el 26 de julio, reintegrándose como gerente encargado, sucesivamente, hasta el 30 de marzo de 2013, suscribiendo el 9 de abril siguiente, acta de entrega definitiva, por lo que reunió ininterrumpidamente, 1 año, 1 mes y 10 días, de encargo; que el 9 de abril solicitó al banco el reconocimiento de la diferencia salarial, a lo que se le respondió el 29 de mayo, que las bonificaciones especiales por reemplazos transitorios no estaban contempladas para los encargos como gerentes de oficina; que a su turno, el 12 de abril, Mónica Bibiana Hurtado Mejía, le efectuó al demandante, la entrega definitiva del cargo de jefe de división administrativa.
Agregó, que es beneficiario de la convención colectiva de trabajo, y laudos arbitrales celebrados entre el banco y su sindicato de trabajadores; indicó los sueldos de cada cargo, que lo cubrió el régimen tradicional de cesantías, pero que al momento de obtener un préstamo para vivienda, autorizó por escrito su liquidación anual, por lo que, el 31 de diciembre de 2012, se le abonó pago parcial de las mismas. 
El banco Popular S.A., se opuso a las pretensiones. Replicó a los hechos que el cargo de gerente no estuvo vacante, que la figura se denomina encargo temporal, y no se incluye en la reglamentación existente para reemplazos transitorios; que los encargos no se prorrogaban, pues, eran diferentes, que en algunas oportunidades incumplió las funciones del encargo encomendado, que los beneficios no aplican para quien desempeñe un encargo temporal respecto de gerentes de oficina, citó al efecto la circular reglamentaria V.P. 17.63 de 30 de junio de 1992. Propuso como excepciones: prescripción, inexistencia de las obligaciones, cobro de lo no debido y compensación (fls. 1116 y ss., cdo. 5). 
SENTENCIA DEL JUZGADO

El Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, accedió las declaraciones y condenas imploradas por el actor, salvo la indemnización moratoria. 
Fundó su decisión en los derechos y garantías mínimas del trabajador, que se le vulneraron, en su sentir, a éste, al no reconocerle el salario de gerente a quien desempeñó las mismas funciones como encargado. Liquidó las diferencias acorde con el texto convencional. Negó la indemnización moratoria, basado en que la accionada obró conforme a una circular interna de la empresa, convencida de sus directrices, no siendo su comportamiento desfasado ni contrario a la buena fe.
Contra el mentado fallo, se alzaron ambos contendientes. El actor, en el sentido de que se modificaran las diferencias fulminadas en el apartado cuarto de la sentencia, y en orden a que se ajustaran a las previsiones 12, 13, 19 y 25 de la convención colectiva de trabajo. En cuanto a la falta de condena por indemnización moratoria adujo su inconformidad en que la circular fundamento de la negativa, es contraria a la ley y a la constitución, toda vez que trasgrede los derechos del trabajador, pues, no atiende criterios objetivos que autoricen la diferenciación de salario.  
Por su lado, la demandada, solicita que se revoque la orden del reajuste de salario y prestaciones sociales, dado que las circulares no han sido declaradas inconstitucionales, que sus decisiones son autónomas respecto de cargos temporales sin importar su duración, por lo que atiende a las políticas del banco, y que no hubo reclamo del trabajador.        

Alegatos en esta instancia:

En este estado de la diligencia, alegan los voceros judicial, si asistieron y si es la voluntad de ellos hacerlo.

Escuchadas las anteriores intervenciones que en síntesis se refirieron a los puntos debatidos por los integrantes de la Sala, se procede a decidir de fondo, previa las siguientes: 

Problema jurídico.

Vista la panorámica anterior, el problema jurídico a resolver por la Sala es el siguiente:

¿El actor cumplió la carga probatoria en orden a comprobar que hubo discriminación salarial al no reconocérsele el propio del gerente, cargo para el cual había sido encargado por un lapso mayor a un año?.
CONSIDERACIONES

Desenvolvimiento de la problemática planteada.

I- En el sub-lite, no hay margen de duda en torno a que: (i) el actor prestó sus servicios desde el 4 de julio de 1985 en el banco accionado, tal como consta al final del ejemplar del contrato de trabajo visible a folio 41 cdo. 1, (ii) que entre otros cargos fue promovido en 1993 al cargo de jefe de división de crédito, y el 6 de octubre de 2000 fue trasladado con la misma asignación al de jefe de división administrativa (fls. 1144 a 1146 Cdo. 5), y (iii) que en este último cargo, presentó renuncia que le fuera aceptada a partir del 28 de julio de 2015 (fl. 1180 Cdo. ib).      

Asimismo, que el demandante suplió las ausencias temporales, en el cargo de gerente de la agencia bancaria en Pereira, a su titular Piedad Vélez Jaramillo, mientras esta fungía como Gerente en otra agencia. De ello dan cuenta los múltiples encargos sucesivos que se le dieron a partir del 21 de febrero de 2012 y hasta el 30 de marzo de 2013 (fls. 44 y 141 Cdo. 1), con entrega de la descripción del cargo, código usuario y contraseña, atribuciones crediticias, planta de personal. A su vez, la señora Mónica Bibiana Hurtado Mejía, pasó a ocupar, igualmente, por ese período y en encargo, las funciones que su titular, el demandante, cumplía como jefe de división, mientras éste reemplazaba a la gerente titular Piedad Vélez Jaramillo, según se aprecie de la documental obrante a folio 1234 y ss del Cdo. 5. al respecto militan las actas en las que el actor al finalizar el encargo, firmó  

Al concluir los encargos, Corredor Piza suscribió, sendas actas de entrega los días 4 y 9 de abril de 2013, la primera en su calidad de quien entrega, el cargo de gerente (fl. 148 cdo. 1), y la segunda en el carácter, de quien recibe como jefe de división administrativa, justamente de manos de Mónica Bibiana Hurtado M. (fl. 160 cdo ibídem) 

Tampoco, se puede perder de vista las diferencias salariales entre el cargo de de jefe de división administrativa y gerente, en el período del 21 de febrero de 2012 al 30 de marzo de 2013, puesto que tal información se refleja en los hechos: de la demanda y confesados por el banco en la respuesta a los mismos (fl. Cdo. 5) 

II- Para solucionar adecuadamente la controversia, es menester reparar los términos del artículo 143 del Código Sustantivo del trabajo, en orden a fijar los precisos alcances del mentado principio. Reza la norma, en primer lugar, que “(a) trabajo igual desempeñado en puesto, jornada y condiciones de eficiencia también iguales, debe corresponder salario igual”. En segundo lugar, que “(n)o pueden establecerse diferencias en el salario por razón de edad, sexo, nacionalidad, raza, religión, opinión política o actividades sindicales”.
 Por último, el artículo 7º de la ley 1496 de 2011, adicionó al citado canon un tercer ítem, relativo a que: “3. [t]odo trato diferenciado en materia salarial o de remuneración, se presumirá injustificado hasta tanto el empleador demuestre factores objetivos de diferenciación”

De tal suerte, que la normativa recién citada introdujo, una nueva presunción al contrato de trabajo, en orden a consagrar esta vez en favor del trabajador (a), que con respecto a otro (a) u otros (as), experimenta un trato diferenciado en su salario, sin que ello se explique en factores objetivos de diferenciación, a menos que el empresario hubiere dado explicación de ello con una demostración plausible en ese sentido.

Naturalmente, que cuando la ley establece la presunción, invierte la carga de la prueba al otro contendiente, en aras de que éste asuma el rol de evidenciar que la discriminación salarial obedece a factores objetivos, y no al mero capricho del empleador, en el entendido, claro está, de que se ofrezca en el plenario idéntico: puesto, jornada y condiciones de eficiencia. 

De ahí que antes de que se entronizara tal modificación legislativa, la jurisprudencia patria, había advertido de que no era suficiente que se dieran los elementos objetivos de la discriminación remunerativa, a saber: mismos puestos y jornadas, sino que era preciso, también, que se diera un elemento subjetivo: iguales condiciones de eficiencia.

Por lo que éste último factor, de tipo subjetivo, puede constituir para el empresario, una razón de la discriminación, así no sea aquella de tipo objetivo, habida consideración de que en el propósito de desvirtuar la presunción de que se trata, el empresario dispone de una ilimitada gama de argumentos y recursos en orden a poner de manifiesto, que pese a la existencia de la discriminación remunerativa, militan razones poderosas de que tal estado de cosas se mantenga.
Justamente, en torno al acopio de elementos a tomar en cuenta por el empleador, para justificar la diferencia salarial, entre operarios que ocupan igual puesto, en idénticas jornadas, están las enunciadas a modo de ejemplo, por el órgano de cierre en sentencia de 17 de abril de 2012, radicación 34746, partiendo al comentar el artículo 143 del Código Laboral, que:

 “su sentido natural y obvio indica que la remuneración debe ser igual, siempre que no medien circunstancias en la prestación del servicio que justifiquen una diferencia salarial, atendiendo las condiciones personales del trabajador, que tienen incidencia para un mejor desempeño en el cumplimiento de sus funciones, que pueden ser de diferente orden, como serían, entre otras, la antigüedad en la empresa, la experiencia en la labor desempeñada, la capacitación, su adaptación al medio de trabajo, la iniciativa, la constancia y sentido de responsabilidad que haya demostrado en la práctica”.

 Por cuanto como ella misma lo señala:

 “es objetivamente importante la capacidad que se aduce y la tranquilidad que inspira el trabajador preparado, de tal suerte que se ha considerado que la antigüedad y la experiencia del trabajador son circunstancias que permiten justificar una diferenciación en el trato salarial, sin que con ello se entienda que existe un proceder discriminatorio…pues se fundamenta en razones lógicas que en gran medida se encuentran fundada en la equidad”.


Exigir entonces, que antes de que opere la presunción, el trabajador (a) debe demostrar, también la igualdad de las condiciones de eficiencia, sería no solo recortarle al empleador, la facultad probatoria de desvanecer la presunción, pues, entre otras cosas, sería el más llamado a comprobar el mayor o menor grado de eficiencia de sus operarios, acorde con los registros y mediciones que posee en sus archivos, y por otro lado, perdería sentido la innovación introducida al artículo 143 del Código Laboral, el cual pretende favorecer la posición del empleado (a) dentro del proceso, mediante la introducción de la presunción, con la cual sería suficiente los aspectos objetivos de idénticos puesto y  jornada, para que entonces, su oponente, justificara la diferencia advertida por el actor, so pena que de no hacerlo, o de hacerlo de manera deficitaria, prosperaría la pretensión del reclamante.

III- También es pacífica la posición de la jurisprudencia patria, en torno a la sub-especie del tema hasta aquí abordado, referente a que el trabajador encargado debe recibir el mismo salario que el empelado titular o en propiedad, tal cual se puede apreciar entre otras, en reciente sentencia del órgano de cierre de la especialidad laboral, SL 15412 del 26 de octubre de 2016, radicación 40493 (Rev. J y D. Tomo No. 542 p. 206).

El ataque que en esa ocasión revisó la Corte, como aquí acontece, quedó por fuera el atinente a que el trabajador no contara con las cualidades o capacidades necesarias para desarrollar la función encomendada en calidad de interino, por no haberlo cuestionado la demandada. Toda vez, que insiste, su idoneidad para reemplazar al titular, no se puso en entredicho; puesto que lo que expuso en aquella ocasión la empleadora de similar manera como lo hace ahora el Banco Popular, es que el demandante nunca había sido nombrado en propiedad, “pero en manera alguna dijo la empresa…que la trabajadora carecía de las cualidades o capacidades necesarias para desarrollar la función encomendada en calidad de interina”.

Además, indicó esa alta Corporación que en ese específico asunto, que viene como anillo al dedo en el presente: “no se señala en qué disposición convencional o del reglamento interno de trabajo, o acuerdo interpartes, se fijó que al desarrollar determinadas funciones en interinidad, el trabajador no podía percibir el salario de quien reemplazara, para dar al traste con la premisa del juzgador relativa a que en el campo del derecho privado, el encargo no impide recibir la misma retribución salarial de quien ejerce la labor en propiedad”.

IV- De tal suerte que en el sub-lite: (i) no fue cuestionada, la idoneidad del demandante, y sus condiciones de eficiencia para ejercer el cargo en forma temporal y en reemplazo de quien lo venía ocupando como titular o en propiedad, (ii) no milita en el plenario probanza alguna acerca del acuerdo entre las partes en torno a la materia que se debate, (iii) tampoco, la circular reglamentaria V.P. 17.63 de 30 de junio de 1992, o posible disposición convencional (fl. 1193 B cdo. 5) en la que basa su defensa la accionada, trata el punto acá reclamado, dado que éste no versa acerca de la bonificación consiste en el 50 por ciento de la diferencia entre ambos sueldos, sino que recae, íntegramente, sobre el 100 por ciento de tal diferencia, aspecto sobre el cual no se refiere la circular o norma convencional, (iv) no es la decisión autónoma de una de las partes la que ha de regir el punto, sino que como lo recaba la ameritada jurisprudencia, ello obedece a la imposición y desatino del empleador en relación con este específico aspecto, o un manejo equivocado de sus políticas salariales.


 Tampoco la falta del reclamo del trabajador es óbice para que no prospere su aspiración de nivelación salarial, por cuanto como lo ha pregonado el órgano de cierre de la especialidad laboral, “en vista de que esta es la parte débil de la relación, se le ha de brindar la protección para hacer efectivo el derecho al trabajo, y esto se logra permitiéndole que, en el momento en que lo considere a bien, reclame sus derechos como trabajador, con la única limitante de los efectos de la prescripción de la acción establecida, para brindar la seguridad jurídica propia de un Estado social de derecho” (sentencia 95622015 [44186] julio 1 de 2015).

Se ha dado respuesta, entonces, al recurso dirigido por la demandada, por lo consiguiente no sale avante su alzada.


V- En lo tocante con el recurso del actor en cuanto a que las condenas impuestas en el numeral cuarto no se ajustaron al valor real de las mismas, en comparación con las disposiciones convencionales aplicables a cada prestación, se tiene, que en efecto la primera instancia erró en el cálculo y condena de los rubros reprochados por el recurrente, en la medida en que: (i) la jueza equivocadamente tuvo como referente para liquidar la prima de servicios con base en las previsiones del artículo 306 del C.S.T., cuando ha debido tomar en cuenta en su lugar, la cláusula 12 de la Convención Colectiva de Trabajo, la que manda al pago por este rubro, salario y medio en junio, y otro salario y medio en diciembre (fl. 861 cdo. 4), siendo la diferencia real de $4.219.233 y no de $1.406.411 como lo dispuso la a-quo; (ii) igualmente, la jueza del conocimiento no tuvo en cuenta al liquidar la prima de vacaciones, su base para trabajadores con 15 o más años de servicios, son 49 días de salario ordinario conforme al artículo 26 de la convención colectiva de trabajo de 6 de marzo de 1990, adicionado por el 13 de la convención colectiva del 18 de octubre de 2005, por lo que la condena por este rubro asciende a $2.297.138 (fl. 542 cdo. 3) y no a $962.256,30 como lo ordenó aquella; (iii) el auxilio de cesantía, pese a que la funcionario de primer grado la liquidó con base en la cláusula 19 de la convención colectiva de trabajo de 28 de diciembre de 1981, con vigencia para los dos años siguientes (fl. 444 cdo. 2), su estimación no se hizo con arreglo a los parámetros allí consagrados, cuya base salarial de $5.819.515, que comprende la suma del básico, el auxilio de transporte y el promedio mensual de las primas legales y extralegales, lo cual indica que la diferencia a condenar asciende a $51.912.920 y no $38.679.583,40 como erradamente se dispuso en el fallo confutado, (iv) en cuanto a los intereses sobre el auxilio de cesantías, no obstante que el artículo 25 de la convención colectiva de trabajo, suscrita en 1971, solo aplica en el evento de no existir retiros parciales para la adquisición de vivienda, evento que no es el del demandante, lo cierto es que la jueza de primer grado, no aplicó el 12% sobre el valor de las cesantías a 2012, esto es, $42.097.891, arribando la condena por este concepto a $4.577.042, y no a $47.800 como se dispuso en el fallo.
En resumen, entonces, los valores que el banco debe por estos conceptos se deducen del siguiente cuadro, que al efecto ha elaborado la Sala para el conocimiento de los asistentes y para que haga parte del acta final de esta audiencia.
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31/12/2012

$2.598.234 $4.004.645 $77.784 $12.247.287 $8.028.054 $4.219.233

Prima de 

vacaciones 

01/01/2012 al 

31/12/2012

$2.598.234 $4.004.645 - $6.540.920 $4.243.782 $2.297.138

Cesantías 

04/07/85 al 

31/01/2013

$2.598.234 $4.004.645 $88.808 $160.473.130 $108.560.210 $51.912.920

Intereses 

Cesantías

01/01/2012 al 

31/12/2012

$2.598.234 $4.004.645 $77.784 $5.051.747 $474.705 $4.577.042


VI- En torno a la indemnización moratoria, de que trata el artículo 65 del C.S.T., con arreglo a la decantada y uniforme jurisprudencia, es menester auscultar en el comportamiento del obligado a la finalización del nexo laboral, aparte de la existencia objetiva de la deuda, las posibles razones atendibles y serias, en las que se afincó su defensa en orden a justificar su omisión al pago de los haberes laborales a la finalización del vínculo, en la medida en que esta sanción no opera de manera automática e inexorable, por lo que de hallarse asistido de razones de buena fe, no habría lugar a la indemnización moratoria.

En el sub-lite, a la finalización del vínculo laboral, la accionada quedó sin saldar la diferencia salarial, y las repercusiones de la misma en la liquidación de las prestaciones sociales y vacaciones, como génesis de haber no haber remunerado al actor, con la asignación de gerente, mientras éste se desempeñó en encargo; la funcionaria de primer grado, desestimó esta condena, en virtud de que la obligada se atuvo a sus propias directrices y reglamentos, enmarcando para ella una conducta de buena fe. La recurrente, en cambio, combatió este argumento, en que la circular fundamento de la negativa, es contraria a la ley y a la constitución, toda vez que trasgrede los derechos del trabajador, pues, no atiende criterios objetivos que autoricen la diferenciación de salario.  

La razón está de parte del recurrente, en la medida en que como lo señaló igualmente, el máximo órgano de la especialidad laboral, a la luz de la anterior línea jurisprudencial y atendiendo el cuadro fáctico- probatorio descrito, “sobre todo las razones que adujo la llamada a juicio durante el proceso, esta corporación observa que el banco demandado desconoció el derecho que la actora tenía de ser remunerada con una suma igual a la que recibían las personas que ella reemplazó, pues ejercían las mismas funciones, muy a pesar de que en las documentales…se le hubiera advertido que seguiría percibiendo la misma asignación básica, por cuanto lo que esos instrumentos lo que evidencian no es un acuerdo entre las partes, sino la imposición y desatino del empleador en relación con este específico aspecto”.
No milita, entonces, excusa alguna que justifique el actuar de la accionada, contrario a los derechos del trabajador de percibir la justa remuneración que correspondía al cargo desempeñado de manera temporal, que por su considerable duración, más de un año, en vez de aminorar la falta de la empleadora, la pone mayormente de manifiesto, sin que se pueda concluir, por lo tanto, que la entidad bancaria obrara de buena fe, por lo que la hace acreedora a la sanción moratoria, consiste en un salario diario, a razón de conforme al último recibido, hasta por los primero veinticuatro (24) meses, la cual asciende a $ ; y a partir del mes veinticinco (25), se convertirá en el pago de intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia Bancaria, hasta cuando el pago se verifique.  
Así las cosas, en vista de la prosperidad del recurso del demandante, se modificará y revocará algunas partes de la sentencia apelada.
Dada la no prosperidad del recurso del banco demandado, se condenará en costas de segunda instancia en pro del actor. 

En mérito de lo expuesto, el H. Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

1. Modifica el ordinal 4 de la sentencia proferida el 3 de junio de 2016 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, respecto de las condenas efectuadas en los literales a, d, e y f, las cuales quedarán así: 
· Prima de servicios: $ 4`219.233

· Prima de vacaciones $ 2`297.138

· Cesantías: $ 51`912.920

· Intereses a las cesantías: $ 4`577.042

2. Revocar el ordinal xxx de la sentencia para en su lugar condenar al Banco Popular S.A. en favor de Gildardo Corredor Piza, al reconocimiento y pago de la sanción moratoria de que trata el artículo 65 del C.S.T., consistente en un día de salario, a razón de $ , conforme el último salario devengado 
Revoc
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.
Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN                       JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

En uso de permiso



  

  







Edna Patricia Duque Isaza
Secretaria
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